La legislación a aplicar con relación al trabajador desplazado (expatriado)
Supuesto que nos ocupa: trabajadores contratados por empresas en España al servicio de éstas en el extranjero.

Término expatriado: La legislación laboral se refiere en todo momento al trabajador desplazado, por ejemplo el art. 40 sobre movilidad geográfica del Real Decreto Legislativo 2/2015, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, sólo establece una distinción entre desplazamiento y traslado. El término expatriado es de uso común para indicar al trabajador desplazado a otro país, que es el utilizado en este escrito.

Aplicabilidad de la legislación laboral española en el extranjero

El artículo 1.4 del Real Decreto Legislativo 2/2015, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, fija que “la legislación laboral española será de aplicación al trabajo que presten los trabajadores españoles contratados en España al servicio de empresas españolas en el extranjero, sin perjuicio de las normas de orden público aplicables en el lugar de trabajo”. Es decir, las obligaciones fijadas por la legislación laboral española son exportables.
Por ejemplo, la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales en su artículo 14.1, sobre el derecho a la protección frente a los riesgos laborales, fija la existencia del derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo y del correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores frente a los riesgos laborales.

En consecuencia, el marco legislativo español obliga a las empresas ubicadas en España a proteger a sus empleados independientemente de en qué país trabajen. 

Ley aplicable al contrato de trabajo

Con relación a la ley aplicable al contrato de trabajo, el artículo 8.1 del Reglamento (CE) nº 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales, indica que el contrato individual de trabajo se regirá por la ley que elijan las partes. Pero existe un límite a esta libertad de elección, ya que dicha elección no podrá tener por resultado el privar al trabajador de la protección que le aseguren las disposiciones que no pueden excluirse mediante acuerdo, en virtud de la ley que, a falta de elección, habrían sido aplicables. De acuerdo con su artículo 2, este Reglamento es de aplicación universal, entendida ésta como la aplicación de la ley de un país aunque no sea un Estado Miembro, para contratos celebrados a partir del 17 de diciembre de 2009.
Viene a colación recordar que según el artículo 2.2 de la Ley 31/1995, “las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tienen en todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en los convenios colectivos”. Derecho cuyo cumplimiento es inexcusable y no admite ningún argumento o razón que pueda justificar su no aplicación o la aplicación parcial o aplazada. Además, constituye un límite infranqueable que no admite modificación a peor.
Por todo ello, sea cual sea la ley seleccionada bajo la cual se regirá el contrato individual de trabajo, no puede privarse al trabajador de los derechos irrenunciables que le reconoce la legislación laboral española.
En el supuesto que nos ocupa, contrato de trabajo formalizado en España, para realizar el trabajo en otro país, a la pregunta de ¿a un trabajador expatriado español le aplica el derecho español? La respuesta es: le aplica siempre, en mayor o menor medida, ya que si se decide que el marco legislativo bajo el que se regirá el contrato de trabajo es el español, este se aplicará en toda su dimensión, pero si se decide someterse a un marco extranjero, sólo será aplicable el marco español en su dimensión de Derecho necesario mínimo indisponible.

Condiciones mínimas a respetar en el país de destino

Si el país de destino es un estado miembro de la Unión Europea, además de la previsión del artículo 1.4 del Real Decreto Legislativo 2/2015 (Ley del Estatuto de los Trabajadores), se deberá comprobar la ley que transponga, en el ordenamiento interno del país de destino, la Directiva 96/71/CE sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios.

En España, dicha directiva ha sido transpuesta por la Ley 45/1999, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional, que establece que los empresarios que desplacen a España a sus trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional deberán garantizar a éstos, cualquiera que sea la legislación aplicable al contrato de trabajo, las condiciones de trabajo previstas por la legislación laboral española relativas, entre otras, a la prevención de riesgos laborales, incluidas las normas sobre protección de la maternidad y de los menores (art. 3.1 e) de la Ley 45/1999).
Esta Ley será de aplicación a las empresas establecidas en un Estado miembro de la Unión Europea o en un Estado signatario del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo que desplacen temporalmente a sus trabajadores a España en el marco de una prestación de servicios transnacional, con exclusión de las empresas de la marina mercante respecto de su personal navegante.

De igual modo, esta ley también regula, mediante su disposición adicional primera, los desplazamientos de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional efectuados por empresas establecidas en España.
En dicha disposición se fija que “las empresas establecidas en España que desplacen temporalmente a sus trabajadores al territorio de Estados miembros de la Unión Europea o de Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, en el marco de una prestación de servicios transnacional, deberán garantizar a éstos las condiciones de trabajo previstas en el lugar de desplazamiento por las normas nacionales de transposición de la Directiva 96/71/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, sin perjuicio de la aplicación a los mismos de condiciones de trabajo más favorables derivadas de lo dispuesto en la legislación aplicable a su contrato de trabajo, en los convenios colectivos o en los contratos individuales”.
En conclusión, se debe cumplir tanto con el marco legislativo relativo a las condiciones de trabajo del país de destino como del de origen.

Competencia de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y de la autoridad laboral
Con respecto a la posible competencia tanto de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS) como de la autoridad laboral, surgen preguntas como las siguientes: ¿Tiene competencia la ITSS sobre un accidente de trabajo ocurrido en otro país pero sufrido por un trabajador expatriado? ¿Y la Autoridad Laboral de la CCAA en donde radique la empresa?

Dentro del ámbito de los Estados miembros de la Unión Europea o de Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo sí tienen competencia, ya que se aplica la Ley 45/1999, ya citada, en particular el apartado 5 de su disposición adicional primera, sobre los desplazamientos de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional efectuados por empresas establecidas en España, en el que se fija que la ITSS podrá iniciar de oficio el procedimiento sancionador en virtud de comunicación de las Administraciones públicas a las que corresponda en el lugar de desplazamiento la vigilancia del cumplimiento de las condiciones de trabajo.

Además, en el artículo 6, sobre obligación de comparecencia y de aportar documentación, de la Ley 45/1999, se fija que los empresarios incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley deberán comparecer, a requerimiento de la ITSS, en la oficina pública designada al efecto y aportar cuanta documentación les sea requerida para justificar el cumplimiento de la presente Ley. Por tanto, estarán obligadas las empresas establecidas en España que desplacen temporalmente a sus trabajadores al territorio de Estados miembros de la Unión Europea o de Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo en el marco de una prestación de servicios transnacional.
Y en general, de acuerdo con el artículo 8, sobre funciones en materia de inspección, de la Ley 45/1999, corresponde a la ITSS la vigilancia y exigencia del cumplimiento de dicha Ley.

Por último, de acuerdo con el artículo 9.1 sobre cooperación con las Administraciones públicas de otros Estados en materia de información e inspección, de la Ley 45/1999, la autoridad laboral y la ITSS podrán dirigirse, recabando la cooperación y asistencia que pudieran necesitar para el eficaz ejercicio de sus competencias, a las Administraciones públicas de otros Estados miembros de la Unión Europea o de Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo a las que corresponda la información y la vigilancia del cumplimiento de las condiciones de trabajo de los trabajadores desplazados previstas en dicha Ley o en las normas nacionales de transposición de la Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios.

Asimismo, la autoridad laboral y la ITSS prestarán la cooperación y asistencia que pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus competencias a las Administraciones públicas de tales Estados a las que corresponda la información y la vigilancia del cumplimiento de las condiciones de trabajo.

Competencia judicial en materia de contratos individuales de trabajo

Dentro de la Unión Europea se encuentra, vigente desde el 10/01/2015, el Reglamento (UE) nº 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil.

En su artículo 21.1 fija que los empresarios domiciliados en un Estado miembro podrán ser demandados: 

a) ante los órganos jurisdiccionales del Estado en el que estén domiciliados, o 

b) en otro Estado miembro: 
i) ante el órgano jurisdiccional del lugar en el que o desde el cual el trabajador desempeñe habitualmente su trabajo o ante el órgano jurisdiccional del último lugar en que lo haya desempeñado, o 

ii) si el trabajador no desempeña o no ha desempeñado habitualmente su trabajo en un único Estado, ante el órgano jurisdiccional del lugar en que esté o haya estado situado el establecimiento que haya empleado al trabajador.

En cambio, en su artículo 22.1 limita a los empresarios, ya que solo podrán demandar a los trabajadores ante el órgano jurisdiccional del Estado miembro en el que estos últimos tengan su domicilio.
En defecto de aplicación de Tratados Internacionales se encuentra el artículo 25.1 de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, que fija que en el orden social, los Juzgados y Tribunales españoles serán competentes en materia de derechos y obligaciones derivados de contrato de trabajo, cuando:

· los servicios se hayan prestado en España o el contrato se haya celebrado en territorio español; 
· el demandado tenga su domicilio en territorio español o una agencia, sucursal, delegación o cualquier otra representación en España; 
· el trabajador y el empresario tengan nacionalidad española, cualquiera que sea el lugar de prestación de los servicios o de celebración del contrato; 
· y, además, en el caso de contrato de embarque, si el contrato fue precedido de oferta recibida en España por trabajador español.
Cotizaciones a la Seguridad Social
Aunque no es tema objeto de este análisis, sí conviene recordar que esta materia presenta características propias según sea el país de destino, ya que existen cuatro marcos distintos: países de la UE, países con convenio bilateral, países incluidos en el convenio multilateral iberoamericano y terceros países. Por lo que conviene consultar la página de la Seguridad Social:

http://www.seg-social.es/Internet_1/Masinformacion/Internacional/index.htm
Reseñas legislativas

· DIRECTIVA 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios.
· La siguiente Ley incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 96/71/CE: Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional.

· REGLAMENTO (CE) nº 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I).

· REGLAMENTO (UE) nº 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil.

· LEY 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales.

· Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social. Ver Subsección 3.ª Infracciones de las obligaciones relativas a las condiciones de trabajo de los trabajadores desplazados temporalmente a España en el marco de una prestación transnacional (artículo 10).
· Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.
· Real Decreto 1659/1998, de 24 de julio, por el que se desarrolla el artículo 8, apartado 5, de la Ley del Estatuto de los Trabajadores en materia de información al trabajador sobre los elementos esenciales del contrato de trabajo.
